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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 20
        Mayo 22 y 23 de 2013
 


La condición de registro de la sentencia de expropiación y del acta de entrega no desconocen la exigencia constitucional de que la indemnización al propietario del bien expropiado, debe ser previa a la entrega del mismo
	     IV. EXPEDIENTE D-9331    -   SENTENCIA  C-306/13   (Mayo 22)

           M.P. Nilson Pinilla Pinilla


1.
Norma acusada

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL

ARTÍCULO 458. ENTREGA DE LA INDEMNIZACIÓN. Registradas la sentencia y el acta, se entregará a los interesados su respectiva indemnización; pero si los bienes están gravados con prenda o hipoteca, el precio quedará a órdenes del juzgado para que sobre él puedan los acreedores ejercer sus respectivos derechos, en proceso separado. En este caso las obligaciones garantizadas se considerarán exigibles, aunque no sean de plazo vencido. 

Si los bienes fueren materia de embargo, secuestro o inscripción, el precio se remitirá a la autoridad que decreto tales medidas; y si estuvieren sujetos a condición resolutoria, el precio se entregará al interesado a título de secuestro, que subsistirá hasta el día en que la condición resulte fallida, siempre que garantice su devolución en caso de que aquella se cumpla. 

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado, el segmento acusado “Registrada la sentencia y el acta, se entregará a los interesados su respectiva indemnización”, del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil. 

3.
Síntesis de los fundamentos

Le correspondió a la Corte resolver si condicionar la entrega de la indemnización, a que se realice el registro de la sentencia de expropiación y del acta de entrega del bien expropiado, desconoce el artículo 58 de la Constitución, que establece la indemnización previa al propietario del bien afectado con la expropiación. 

El análisis del Tribunal partió de la preceptiva constitucional, que a la vez que consagra el derecho de propiedad, lo enmarca en las funciones social y ecológica que le son inherentes, las cuales generan obligaciones para los sujetos titulares del dominio o derecho real. Con fundamento en que el derecho de propiedad no es absoluto y en que el interés privado debe ceder ante el interés público o social, el legislador puede establecer restricciones de distinto orden y alcance, una de las cuales es la figura de la expropiación. Así lo establece el artículo 58 de la Carta Política que prevé tres tipos de expropiación: (i) la decretada por sentencia judicial y previa indemnización, por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador; (ii) la expropiación por vía administrativa, sujeta a posterior acción contencioso administrativa, incluso respecto del precio; y (iii) la expropiación por causa de guerra y solo para atender los requerimientos propios del enfrentamiento, lo cual incluye la ocupación temporal de bienes, según las necesidades del conflicto, casos en los cuales, la indemnización no es previa. De esta forma, la configuración de la expropiación requiere la participación de las tres ramas del poder público, toda vez que: a) el legislador fija los motivos de utilidad pública o interés común; b) la administración efectúa la declaratoria de expropiación; y c) el juez mediante el desarrollo y control del proceso respectivo, decreta la expropiación. La legislación colombiana ha previsto la posibilidad de negociación directa del bien que se pretenda adquirir y solo cuando esta fracasa, autoriza el procedimiento de expropiación. 

La Corte recordó que según lo contemplado en el artículo 58 de la Carta, en concordancia con la Convención Americana sobre Derechos Humanos y lo precisado por la jurisprudencia constitucional, la indemnización que debe reconocerse al propietario del fin afectado con la expropiación debe cumplir con estas condiciones:  (i) ser pagada antes del traspaso del bien; (ii) fijarse consultando los intereses de la comunidad y del afectado; (iii) ser justa; (iv) puede ser reparatoria; (v) no siempre es restitutiva; y (v) tiene que ser pagada en dinero.

De acuerdo con lo anterior y una interpretación sistemática de las normas que rigen a la expropiación judicial, la Corte consideró que contrario a lo afirmado por el demandante, el aparte acusado del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil se enmarca en el precepto constitucional que exige una indemnización previa, toda vez que esta condición surge de la sentencia expropiatoria y se cumple con la garantía de pago o consignación que hace el demandante, estando el bien expropiado en calidad de tenencia y no de dominio, cuya titularidad será perfeccionada luego con el registro de la sentencia y el acta de entrega ante la oficina de registro de instrumentos públicos. De esta forma, el particular afectado con la expropiación forzosa por motivos de utilidad política o interés social cuenta con la indemnización antes del acto traslaticio de dominio al demandante, conservando así el derecho de propiedad que protege la Carta Política hasta tanto se cumpla la tradición, formalizada no con la simple entrega del bien, sino a través del respectivo registro. Cosa distinta es el pago efectivo de la indemnización dispuesto a través de esa garantía, en cuyo caso si ocurren circunstancias gravosas para el particular expropiado, entre el momento de entrega del bien y dicho pago, habrá lugar al reconocimiento de una indemnización reparatoria que componga los daños y perjuicios ocasionados. Precisó que, aún cuando la Constitución no determina que la cancelación de la indemnización deba ser inmediata y de contado, corresponde al juez de la expropiación velar porque sea pronta, adecuada y justa, consultando tanto los intereses tanto de la comunidad como del afectado.

En conclusión, los cargos de inconstitucionalidad formulados contra un aparte del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil fueron desestimados y por consiguiente, la disposición fue declarada exequible.  

